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tucional. La separación de po-
deres se ha visto difuminada 
por el abuso exponencial del 
decreto-Ley, o por las fraudu-
lentas proposiciones de ley re-
dactadas por el Gobierno para 
eludir los contrapesos constitu-
cionales del Consejo de Estado, 
Consejo General del Poder Ju-
dicial, etc.  

Las democracias plenas esta-
blecen redes de salvación o vál-
vulas de control para que cada 
institución juegue su papel y 
funcionen los contrapesos con-
tra cualquier exceso de los tres 
poderes del Estado. Es funda-
mental el control judicial con 
su pirámide de recursos para 
evitar tanto errores interpreta-
tivos como actos intencionales 
de los jueces y tribunales. Si 
hubiera pruebas de prevarica-
ción en la instrucción o fallo ju-
dicial se debe denunciar para 
que un tribunal constate o no el 
delito judicial. Lo que no puede 
permitir una democracia es el 
escrache parlamentario 
a los jueces que 
cumplan 
con la 

Constitución (acuerdo PSOE-
Junts). El acuerdo hecho públi-
co entre esos dos partidos y la 
publicación del proyecto de ley 
de amnistía son, de momento, 
el último episodio de acoso a la 
Constitución.  

Frente a la concepción abso-
lutista de siglos atrás, en una 
democracia no hay un derecho 
ilimitado a decidir para la ma-
yoría parlamentaria. La demo-
cracia no es solo elecciones pe-
riódicas (las hay en todas las 
autocracias y muchas dictadu-
ras). No cabe democracia sin el 
contrapeso del poder judicial y 
control constitucional indepen-
diente.  

Debería preocuparnos que la 
ciudadanía confíe más en Euro-
pa que en el Tribunal Constitu-
cional, guardia pretoria-
na del Gobierno de 
España. 

L os 45 años de vigencia de 
la Constitución española 
han sido el único y ma-

yor periodo de paz, igualdad y 
bienestar vividos en nuestra 
historia. Fue la Constitución 
que derribó el muro jurídico de 
la dictadura franquista y abrió 
puentes para el abrazo entre 
los supervivientes de los dos 
bandos de la Guerra Civil y en-
tre sus hijos y nietos.  

La Constitución de 1978, sa-
bia en muchas de sus regula-
ciones, no ha podido ser refor-
mada por nosotros mismos si-
guiendo los cauces de reforma 
(salvo en 1992 y 2011 por exi-
gencias de la UE). Ha habido un 
falso respeto y error garrafal al 
no querer modificarla en as-
pectos obvios (la igualdad de 

género en la sucesión a la Coro-
na o la penosa alusión a los 
«disminuidos»); o en otros so-
brevenidos se ha optado por 
modificarla con trapacerías 
mediante normas de rango in-
ferior reescribiendo preceptos 
constitucionales. 

Nos permitió vivir en una de-
mocracia plena durante parte 
de los 45 años de vigencia, go-
bernando partidos que respeta-
ban el derecho de los otros a 
gobernar. Una democracia ple-
na es la que reúne todos los cri-
terios que organismos acredita-
dos internacionalmente pun-
túan. Cuando solo reúne algu-
nos criterios se le llama regí-
menes híbridos, iliberales auto-
ritarios o autocráticos. Entre 
democracia y dictadura hay 

una rica gama de grises en las 
autocracias.  

La España constitucional nos 
garantizó, hasta ahora, el res-
peto de los derechos humanos 
y la periodicidad y limpieza de 
las elecciones. Sin embargo, 
elementos fundamentales de 
una democracia están men-
guando: no hay garantías para 
la igualdad de la ciudadanía al 
reconocer que los socios políti-
cos del Gobierno tienen licen-
cia para delinquir y, además, 
malversar caudales públicos. 
Los jueces tienen la obligación 
expresa de juzgar la totalidad 
de los delitos con respeto a la 
Constitución, pero ahora el 
gobierno les exonera 
de su mandato 
consti-
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Para rechazar ese cursi término 
de ‘lawfare’ se procede de forma 
que se confirma lo denunciado, 
como quien se pone violento 
ofendido porque lo acusan de 
tal y porque quiere defender 
que no lo es. 

Quienes hace pocos años más 
cuestionaban el ordenamiento 
constitucional hoy participan de 
él y se comprometen a proyec-
tar sus demandas en ese marco, 
mientras que quienes les repro-
chaban no hacerlo se indignan 
ahora precisamente porque tal 
cosa suceda. Lo que podría ser 
visto como un éxito constitucio-
nal se convierte, con empeño 
artificioso y sobreactuado, en 
un problema porque la Consti-
tución podría dejar así de ser un 
instrumento uniformizador.  

En relación a nuestro autogo-
bierno, el acuerdo de gobierno 
recientemente firmado hace es-
casa fechas incluye un mandato 
para «negociar y aprobar, tanto 
en Euskadi como con el Estado, 
el autogobierno futuro em-
pleando las potencialidades de 
la Disposición Adicional Prime-
ra de la Constitución y de la Dis-

posición Adicional del Estatuto 
de Gernika (…) tanto en el seno 
de las instituciones vascas como 
en las Cortes Generales». 

Este acuerdo, fiel a nuestra 
tradición pactista y de naturale-
za bilateral, si se fuera concre-
tando sin prisas ni maximalis-
mos, podría resultar un buen 
ejemplo de cuidada búsqueda 
de acomodar la identidad cons-
titucional vasca con la institu-
cionalidad constitucional espa-
ñola, para escándalo de quienes, 
por un lado o por el otro, prefie-
ren imaginarlas incompatibles y 
condenadas al inevitable domi-
nio final de una sobre la otra. 

Nuestra realidad política es, 
por fortuna, más rica y compleja 
que cualquier visión binaria. Es-
trechar los límites de la Consti-
tución a los extremos justos de 
nuestra posición para excluir de 
ese espacio al resto sería el peor 
homenaje que cabría hacerle. 
Sería, paradoja final, darles la 
razón a quienes la perciben 
como excluyente. Hay posesivas 
y desconfiadas formas de amar 
que, bien es sabido, son des-
tructivas.

E l aniversario de un texto 
jurídico político, sea hoy 
la Constitución o el do-

mingo la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, pue-
de servir para observarlo desde 
las preocupaciones del momen-
to. Así las reflexiones nos dicen 
tanto de quien mira y sus cir-
cunstancias como de lo que es 
mirado, en un diálogo que debe 
ser leal, con normas y criterio, 
pero al tiempo flexible y vivo.     

Este año podríamos, por 
ejemplo, subrayar las paradojas 
del discurso constitucional. Ad-
vierto que paradoja no es un 

término necesariamente peyo-
rativo y mucho menos acusato-
rio. La paradoja nos ayuda a re-
conocer nuestras complejida-
des. 

Puede haber quien otrora de-
fendiera la bondad del sistema 
de garantías constitucional y de 
pronto lo vea ya subyugado por 
un acuerdo político que en todo 
caso deberá pasar por esos con-
troles y equilibrios constitucio-
nales que, cuando de cepillar 
estatutos se trataba, se enten-
dían como imparciales y obe-
dientes solo a derecho. Ahora 
esas garantías no parecen sufi-

cientes y se sobreexcita el dis-
curso constitucional para deses-
tabilizar un gobierno que de 
momento es tan constitucional 
como cualquier otro lo haya 
sido. 

Órganos del gobierno judicial 
mantienen mandatos caduca-
dos y extendidos por la incapa-
cidad de aceptar un mecanismo 
que tiene su fundamento en la 
Constitución. Algunos de esos 
cargos amplían arbitrariamente 
sus funciones para participar en 
debates políticos ajenos a sus 
competencias, debilitando así la 
legitimidad de sus mandatos. 
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